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Bruselas negocia el 
tratado TiSA con otros  
22 países para liberalizar 
el sector entre críticas  
por hacer peligrar la 
protección laboral y social  

:: D. VALERA 

MADRID. La UE tiene varios fren-
tes negociadores abiertos sobre tra-
tados comerciales internacionales, 
a cuál más polémico. El ahora más 
conocido TTIP –gracias a las críticas 
de sus detractores– que busca un 
acuerdo con EE UU para crear la zona 
de libre comercio más grande del 
mundo, lleva una docena de encuen-
tros entre los expertos de ambas par-
tes y el objetivo es cerrar el docu-
mento definitivo este año. Pero Bru-
selas también se encuentra inmer-
sa desde hace un par de años en con-
versaciones con otros 22 países para 
completar un acuerdo comercial so-
bre el sector servicios denominado 
TiSA (Trade in Services Agreement, 
en inglés) que ha despertado mayor 
temor entre sus críticos por su esca-
sa transparencia e información dis-
ponible. Advierten de que este tra-
tado puede suponer un riesgo para 
los servicios públicos europeos al 
abrir la puerta a su privatización. Sin 
embargo, los partidarios del tratado 
consideran que permitirá acabar con 
las barreras legislativas y arancela-
rias que existen en este sector, me-
jorar la competitividad de las empre-
sas y beneficiar a los consumidores. 

Entre los países que negocian el 
acuerdo, además de la UE, también 
se encuentra EE UU, Canadá y Mé-

xico, así como importantes econo-
mías de sudamérica, por ejemplo, 
Chile, Perú o Colombia. También los 
motores de Asia, como Japón y Co-
rea del Sur, y otros países industria-
lizados como Australia, Turquía o Is-
rael. En concreto, según la Comisión 
Europea el objetivo de todos es «abrir 
el comercio de servicios que mantie-
nen entre sí» dichos estados para «fa-
cilitar que las empresas europeas ex-
porten servicios a otros países». Bru-
selas también argumenta que «al per-
mitir que las empresas de fuera de 
Europa presten sus servicios en la 
UE, la oferta será mayor y se abara-
tarán los precios para los consumi-
dores y las empresas».    

Entre los obstáculos que señala la 
Comisión que existen en la actuali-
dad para prestar este tipo de servi-
cios está que los proveedores extran-
jeros reciben un trato diferente –dis-
criminatorio– del que tienen los pro-
veedores nacionales limitando su ni-
vel de actividad, por ejemplo, a la 
hora de ejercer la abogacía u otros 
servicios profesionales. Por otra par-
te, están las propias barreras arance-
larias que soportan las empresas eu-
ropeas y que en el caso de Canadá su-
ponen un 15% de media, en Japón 
un 16%, en Corea un 25% y en Tur-
quía hasta un 44%. 

La UE considera prioritario este 
acuerdo porque el Viejo Continen-
te es el principal exportador de ser-
vicios a nivel mundial al represen-
tar un 25% del total y generó 728.000 
millones de euros en 2014.  

De hecho, este sector emplea a 
casi el 70% de la mano de obra de la 
UE y según las previsiones el 90% de 
los nuevos puestos de trabajo hasta 

2025 se crearán en esta rama de ac-
tividad. Sin embargo, una de las prin-
cipales críticas a este tratado es su 
falta de transparencia. La opacidad 
sobre las negociaciones lo pone de 
manifiesto el hecho de que fue Wi-
kileaks en abril de 2014 quien filtró 
algunos documentos que se mane-
jaban en las reuniones celebradas. 
Para tratar de despejar dudas el Par-
lamento Europeo aprobó en febrero 
unas recomendaciones sobre TiSA 
en las que fijaba una serie de líneas 
rojas para las negociaciones. El do-
cumento recibió el apoyo de 532 eu-
roparlamentarios (populares y socia-

listas europeos y también liberales) 
y el rechazo de 131 (el grupo de la Iz-
quierda Europea y la extrema dere-
cha), además de 36 abstenciones. En 
dicho texto se pide excluir de las ne-
gociaciones los servicios públicos. 
En concreto se cita el agua, la sani-
dad, los servicios sociales, la Seguri-
dad Social, la educación, la gestión 
de residuos y el transporte público.  

Riesgos 
Pero esta redacción no convence a 
quienes rechazan el acuerdo. Desde 
partidos como IU o Podemos, ade-
más de desde organizaciones de con-

sumidores, denuncian que el nivel 
de «secretismo» de las negociacio-
nes posibilita dar pasos hacia la pri-
vatización de alguno de estos secto-
res. En este sentido, recuerdan que 
los servicios postales no están ex-
cluidos, lo que podría afectar, por 
ejemplo, al carácter público de Co-
rreos en España. Sus críticas van en 
la misma línea que con el TTIP. Con-
sideran que este tratado va más allá 
de medidas comerciales al buscar 
también cambios regulatorios que, 
en su opinión, amenazan los nive-
les de protección que existen en Eu-
ropa en materia laboral o social.

La UE aborda otro polémico acuerdo 
comercial centrado en los servicios

23 
son las regiones que negocian 
TiSA. Entre ellas está la UE, 
EE UU, Canadá, Japón o Corea.  

728.000 
millones de euros es el valor de las 
exportaciones de servicios realiza-
das en la UE en 2014. 

Objetivo 
El tratado persigue liberalizar el 
sector de manera que las empresas 
de servicios de la UE puedan ex-
porten a otros países en las mis-
mas condiciones. 

Aranceles 
Actualmente una de las barreras a 
las que se enfrentan estas compa-
ñías  comunitarias es a unos aran-
celes que llegan al 25% en Corea y 
hasta al 44% en Turquía. 

Barreras legales 
Además, otro de los obstáculos 
son las legislaciones de algunos 
países que priman la actividad de 
las empresas nacionales frente a 
las extranjeras. 

Críticas 
Los detractores del acuerdo ad-
vierten del riesgo de que se priva-
ticen servicios públicos y se rebaje 
la protección de los trabajadores y 
los consumidores europeos.

LAS CLAVES

:: D. V. 
MADRID. La información sobre el 
contenido que la UE negocia en 
TiSA es muy limitada. La Comisión 
Europea lo justifica al considerar 
que es lo habitual en este tipo de 
acuerdos. De hecho, así sucede con 
el tratado de libre comercio con EE 
UU. Además, el Ejecutivo comuni-
tario liderado por Jean-Claude 
Juncker recuerda que una vez al-
canzado un consenso sobre el do-
cumento final la última palabra la 
tendrá el Parlamento Europeo, que 
dispondrá de acceso a todo el tra-
tado comercial y podría rechazar-
lo si considera que pone en peligro 
los derechos existentes en la UE. 

Sin embargo, hasta que llegue ese 
momento uno de los pocos textos 
oficiales que se conocen y que fue 
filtrado por Wikileaks hace refe-
rencia al comercio electrónico y, 
en concreto, a la gestión de la base 
de datos con la información de los 
clientes que las empresas provee-
doras de servicios pueden hacer.   

Así, el documento –que forma 
parte de una negociación en curso 
y cuya redacción final puede ser 
modificada– contempla que nin-
gún país firmante del acuerdo pue-
da impedir a las empresas del sec-
tor almacenar y compartir estos da-
tos de los clientes fuera de las fron-
teras donde ha prestado el servi-

cio. Este es uno de los aspectos más 
polémicos del tratado y que ha lle-
vado a organizaciones de consumi-
dores a criticar el acuerdo al consi-
derar que de llevarse a la práctica 
se vulnerarían sus derechos sobre 
la privacidad. 

De hecho, la normativa de la UE 
actualmente contempla importan-
tes restricciones a la hora de utili-
zar estos datos de usuarios. Preci-
samente, la protección de esta in-
formación siempre ha sido uno de 
los emblemas de la UE y probable-
mente uno de los escollos de la ne-
gociación. Pero no el único. Y es 
que otra de las controversias tiene 
que ver con que TiSA también con-
templan tribunales de arbitraje al 
margen de los de carácter nacional 
a los que las empresas podrían re-
currir. Sin embargo, la escasa infor-
mación de las negociaciones impi-
de conocer si su naturaleza sería si-
milar a los recogidos en el TTIP.

Vía libre a compartir los datos 
digitales de los consumidores
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